
 

 
 

INICIATIVA QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 9°. DE LA LEY GENERAL DE CULTURA Y 

DERECHOS CULTURALES, A CARGO DE LA DIPUTADA VIOLETA MARIANA PARRA GARCÍA, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

La suscrita, Violeta Mariana Parra García, diputada federal integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento 

Ciudadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con 

fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete 

a la consideración de esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un 

párrafo al artículo 9 de la Ley General de Cultura y Derechos Culturales, al tenor del siguiente 

Planteamiento del problema 

La lucha por el reconocimiento de los derechos humanos de las mujeres ha registrado importantes avances en las 

últimas décadas en México. En el terreno legislativo, se ha expedido una serie de legislaciones específicas, tales 

como la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, y la Ley General para la Igualdad 

entre Mujeres y Hombres; en el ámbito institucional, se creó el Instituto Nacional de las Mujeres. De igual forma, 

se han impulsado múltiples políticas públicas con la finalidad de disminuir las brechas de desigualdad entre 

mujeres y hombres, y erradicar las desventajas de las mujeres en prácticamente todos los ámbitos de la vida 

pública y social. 

Sin embargo, esas desventajas son persistentes y, por su naturaleza estructural, requieren de una profundización 

en las acciones legislativas, institucionales y políticas encaminadas a garantizar los derechos de las mujeres. Son 

numerosos los estudios e investigaciones que demuestran el hecho de que las mujeres experimentan mayores 

niveles de pobreza, marginación, discriminación, menores salarios, menos acceso a la salud y a la seguridad 

social, menos oportunidades de empleo y profesionalización, entre otras adversidades. 

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval), ha documentado 

sistemáticamente esta realidad, por ello, es pertinente hacer referencia a la información que al respecto ha dado a 

conocer dicho Consejo Nacional. En el documento Pobreza y género en México: hacia un sistema de 

indicadores , con información del período 2008-2018, el Coneval registra que alrededor de la tercera parte del 

ingreso corriente monetario de los hogares correspondió a aportaciones de mujeres. La menor participación de 

los ingresos de las mujeres respecto de los hombres es reflejo de las menores percepciones laborales, la menor 

participación económica y en general, de la menor autonomía económica que presentan las mujeres respecto de 

los hombres. En cuanto a remuneraciones, cifras de 2018 indican que la brecha salarial persiste. En la población 

sin pobreza, las mujeres recibieron 90 pesos por su trabajo por cada 100 pesos que percibieron los hombres. En 

contextos de pobreza, la brecha crece, ya que las mujeres obtuvieron 73 pesos por cada 100 pesos respecto de los 

hombres.i 

El mismo documento del Coneval, indica que, en materia de educación, el rezago educativo es mayor en contextos 

de pobreza, y asciende a 40 por ciento en los jefes de hogar y a 50 por ciento en las jefas; es decir, las mujeres 

presentan mayor rezago educativo que los hombres. En cuanto al acceso a la seguridad social, las condiciones de 

precariedad laboral no son exclusivas de las mujeres, sin embargo, la población adulta mayor que nunca ha 

cotizado en alguna institución de seguridad social se ubicó en 79 por ciento para las mujeres y en 54 por ciento 

para los hombres en 2018. En cuanto al acceso a la alimentación, en contextos de pobreza esta carencia se ubicó 

en 38 por ciento en los hogares jefaturados por mujeres, y en alrededor del 30 por ciento en los jefaturados por 

hombres; mientras que la inseguridad alimentaria severa se presenta en mayor medida en los hogares jefaturados 

por mujeres en situación de pobreza, de manera que, 2 de cada 10 de estos hogares la presentan. 



 

 
 

En lo que se refiere al trabajo remunerado, la brecha en la participación económica entre mujeres y hombres 

descendió 8 puntos porcentuales de 2008 a 2018, sin embargo, la brecha entre ambos sexos aún es amplia, toda 

vez que, en este último año, solo 52 por ciento de las mujeres fueron económicamente activas, cifra que asciende 

a 83 por ciento en los hombres. El Coneval señala que la brecha de género en el ámbito del trabajo es un indicio 

de las dificultades que aún tienen las mujeres para incorporarse, mantenerse o reintegrarse a los mercados 

laborales a lo largo del curso de vida. Este fenómeno está relacionado con las responsabilidades del trabajo 

doméstico que son asignadas en mayor medida a las mujeres. De igual forma, la mayoría de los hombres se 

desempeña en ocupaciones tipificadas como masculinizadas, en cambio, las mujeres se concentran ya sea en 

actividades mixtas, o en ocupaciones feminizadas. El Coneval ha documentado que las ocupaciones feminizadas 

tienden a presentar salarios relativamente más bajos.ii 

Los factores que explican las desigualdades basadas en el género son estructurales, diversos y complejos. La 

desigualdad no solo se expresa en los ámbitos económicos y sociales, sino que también se manifiesta en el terreno 

político y en general en el acceso al poder, factor éste último que tiene gran incidencia en la persistencia de las 

desigualdades, puesto que, si se lograra la paridad en las instancias de poder político, gubernamental y 

empresarial, seguramente se incrementarían las posibilidades de avanzar a mayor ritmo en la realización de la 

agenda de la igualdad de género. 

La presente Iniciativa plantea que uno de los problemas fundamentales que impiden avanzar en el objetivo de 

lograr la igualdad de género, la democracia paritaria y la igualdad sustantiva, es el tema de los roles y los 

estereotipos culturales que se asignan a cada uno de los géneros. Estos estereotipos tienen el efecto de normalizar, 

legitimar y reproducir las prácticas de discriminación, marginación y violencia contra mujeres, niñas y 

adolescentes. 

El Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas (ACNUDH) ha abordado en distintos 

ámbitos y momentos, la cuestión de los estereotipos de género, señalando que su utilización afecta derechos 

humanos y libertades fundamentales. El ACNUDH considera que un estereotipo de género es un prejuicio 

generalizado acerca de atributos o características que hombres y mujeres poseen o deberían poseer o de las 

funciones sociales que ambos desempeñan o deberían desempeñar. Los estereotipos de género son nocivos cuando 

limitan la capacidad de hombres y mujeres “para desarrollar sus facultades personales, realizar una carrera 

profesional y tomar decisiones acerca de sus vidas y sus proyectos vitales. Los estereotipos nocivos pueden ser 

hostiles o negativos (por ejemplo, las mujeres son irracionales) o aparentemente benignos (por ejemplo, las 

mujeres son protectoras). Por ejemplo, sobre la base de este último estereotipo de que las mujeres son más 

protectoras, las responsabilidades del cuidado de los hijos suelen recaer sobre ellas de manera casi exclusiva.”iii 

Los estereotipos de género, cuando se utilizan de forma sistemática se convierten en factores determinantes en 

los procesos sociales, económicos y políticos que derivan en graves violaciones de los derechos y las libertades 

fundamentales. Podemos encontrar innumerables ejemplos de lo anterior, como la tolerancia a la violación 

marital, que se basa en el estereotipo de que la mujer es la propiedad sexual del hombre. Existen estereotipos de 

género más complejos, mismos que provocan daños delicados a los derechos y libertades de grupos de mujeres 

en condiciones de mayor vulnerabilidad, tales como las que están en prisión y han transgredido la ley, las mujeres 

de grupos minoritarios o indígenas, las que viven con discapacidad, las inmigrantes o las que están en situación 

de pobreza y marginación extremas. 

Puede establecerse que el concepto sexo se refiere a las diferencias y características biológicas, anatómicas, 

fisiológicas y cromosómicas de los seres humanos que los definen como hombres o mujeres; son características 

con las que se nace. Por su parte, el concepto género es una construcción social, las sociedades se estructuran y 

conforman su cultura a partir de la diferencia sexual de los individuos. En gran medida, el sexo de los miembros 

de la sociedad determina no solo los roles que se le asignarán, sino también su destino, ya que, con base en esa 



 

 
 

diferenciación sexual, se les atribuyen ciertas características y significados a las acciones que unas y otros deberán 

desempeñar o se espera que desempeñen. En este sentido, la cultura juega un papel relevante, tanto en la visión y 

la representación del mundo y de la vida, como en la asignación de los roles de género. 

El Instituto Nacional de las Mujeres, ha realizado diversos estudios entorno a este asunto, identificando que los 

roles de género son conductas estereotipadas por la cultura; tradicionalmente se ha asignado a los hombres roles 

de políticos, mecánicos, jefes, es decir, el rol productivo; y a las mujeres, el rol de amas de casa, maestras, 

enfermeras, o sea un rol reproductivo. A partir de la diferenciación sexual, y con base en los estereotipos de 

género culturalmente determinados, se legitima y persiste “la dicotomía masculino-femenino, misma que, con sus 

variantes, establece estereotipos, las más de las veces rígidos, que condicionan los papeles y limitan las 

potencialidades humanas de las personas al estimular o reprimir los comportamientos en función de su adecuación 

al género. De este modo, el hecho de que mujeres y hombres sean diferentes anatómicamente los induce a creer 

que sus valores, cualidades intelectuales, aptitudes y actitudes también lo son. Las sociedades determinan las 

actividades de las mujeres y los hombres basadas en los estereotipos, estableciendo así una división sexual del 

trabajo.”iv 

Con base en estas reflexiones, es posible afirmar que la desigualdad existente entre mujeres y hombres, tiene un 

fuerte componente cultural, que actúa históricamente a través de estereotipos de género culturalmente construidos. 

Dichos estereotipos legitiman y justifican una asignación de funciones, cargas y beneficios marcada por la 

desigualdad y la inequidad, donde son las mujeres las que, con base en su género, obtienen las mayores cargas y 

los menores beneficios, situación que vulnera gravemente sus derechos humanos. 

Los estereotipos culturales de género, por lo tanto, constituyen un gran obstáculo para la realización de la agenda 

de la igualdad de género. En el ámbito doméstico puede apreciarse con mayor nitidez el efecto nocivo de esos 

estereotipos, al interior del hogar la división de tareas entre mujeres y hombres es altamente diferenciada; aquí se 

vislumbran claramente los roles o estereotipos de género construidos por nuestra cultura a lo largo de la historia, 

y que se reproducen socialmente día con día. Algunos de estos estereotipos confinan a la mujer en el papel de 

ama de casa y al hombre, en el de proveedor. Esta división reduce a la mujer al ámbito privado y deja al hombre 

el dominio del ámbito público, lo cual explica la escasa participación política y social de las mujeres, así como la 

reproducción incesante de las desigualdades.v 

Los estereotipos de género siguen vigentes, debido, en gran medida a que las mujeres y los hombres, al carecer 

en general de elementos o condiciones para identificar esos estereotipos, mantienen latentes los atributos 

asignados a cada sexo. La cultura, las instituciones, la sociedad y la familia, tienen un peso avasallante en la 

interiorización y aceptación de ideas y patrones de conducta, y dan significado y justificación a la relación de 

desigualdad entre los géneros. Los estereotipos culturales han permitido, a lo largo de la historia, como fuentes 

de legitimidad para inhibir que las mujeres sean tratadas de manera digna y equitativa, y como limitantes de sus 

derechos a la igualdad de oportunidades en la educación, el trabajo, la familia, la educación, el acceso a la justicia, 

la política, entre muchos otros espacios. 

La presente Iniciativa plantea la necesidad de llevar a cabo acciones legislativas específicas, con la finalidad de 

que el Estado y la sociedad asuman la tarea de identificar y desarticular los estereotipos culturales de género que 

normalizan las desigualdades entre mujeres y hombres. Es pertinente proponer una reforma con ese propósito, en 

la Ley General de Cultura y Derechos Culturales, puesto que en este ordenamiento legal se establecen las bases 

de lo que debe ser la política cultural del Estado. 

Argumentación 



 

 
 

La agenda de la igualdad de género se ha convertido en el programa que articula a los diversos movimientos 

feministas en México y el mundo. El reclamo de las mujeres, cada vez con mayor respaldo social, de erradicar 

todas las formas de discriminación y violencia basadas en el género, debe ser asumido por el Estado bajo el 

compromiso de llevar a cabo las acciones legislativas e institucionales necesarias para lograr la igualdad de 

género, la democracia paritaria y la igualdad sustantiva. 

Avanzar en la realización de este objetivo, exige una estrategia transversal e interseccional. En ese contexto, es 

indispensable desmontar los estereotipos de género, porque son construcciones culturales que legitiman y 

reproducen las prácticas, las ideas y las convicciones que reafirman las desigualdades de género, y suelen derivar 

en situaciones de violencia familiar, inequidad, discriminación y desigualdad de oportunidades entre mujeres y 

hombres, problemática que se extiende de los hogares hacia las instituciones públicas o privadas, las escuelas, las 

empresas y a la sociedad en su conjunto. 

La presente Iniciativa propone contribuir a este propósito, a través de una reforma a la Ley General de Cultura y 

Derechos Culturales, con la finalidad de establecer disposiciones para que la política cultural del Estado mexicano 

contemple acciones dirigidas a combatir los estereotipos culturales que legitiman y propician la reproducción de 

las desigualdades entre mujeres y hombres. La propuesta de reforma legislativa, se inscribe en el espíritu y la letra 

de los Instrumentos Internacionales y del sistema jurídico mexicano, que reconocen los derechos humanos de las 

mujeres y prescriben mandatos a los Estados a fin de garantizar esos derechos. 

La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW), establece 

en su artículo 5 que los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para modificar los patrones 

socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las 

prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad 

de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres. Del mismo modo, establece que 

los Estados Partes deben garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad 

como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la 

educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración 

primordial en todos los casos.vi 

En el artículo 10, la CEDAW dispone mandatos en materia educativa que fortalecen las disposiciones relativas a 

los estereotipos de género. En este artículo se establece que los Estados Partes adoptarán todas las medidas 

apropiadas para la eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y femenino en todos los 

niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el estímulo de la educación mixta y de otros tipos de 

educación que contribuyan a lograr este objetivo. 

El Comité de La CEDAW ha emitido recomendaciones específicas a México con el objetivo de combatir la 

discriminación y la violencia contra las mujeres. Para los efectos de la presente Iniciativa, es pertinente hacer 

referencia a las recomendaciones contenidas en el Informe periódico sobre México de 2018. Las preocupaciones 

y recomendaciones del Comité de la CEDAW se agrupan en 25 rubros que tocan cuestiones legislativas y de 

política pública, de las cuales destacamos las siguientes: 

Estereotipos 

Adoptar una estrategia general para superar la cultura machista y los estereotipos discriminatorios sobre las 

funciones y responsabilidades de las mujeres y los hombres en la familia y en la sociedad, y elimine las formas 

interseccional de discriminación contra las mujeres. 



 

 
 

Elaborar una estrategia de formación para profesionales de los medios de comunicación que comprenda 

directrices y mecanismos de control para eliminar los estereotipos discriminatorios contra las mujeres. 

Alentar una cobertura informativa que tenga en cuenta las cuestiones de género, sobre todo en las campañas 

electorales. 

Adoptar medidas para promover la igualdad de representación de mujeres y hombres en los medios de 

comunicación. 

Aplicar el Convenio para la Igualdad de Género y el Combate a la Violencia contra las Mujeres en los Medios de 

Comunicación, a fin de garantizar la imposición de sanciones adecuadas y el recurso a facultades coactivas para 

luchar contra los estereotipos de género discriminatorios. 

Adoptar medidas para alentar la difusión de imágenes positivas de las mujeres indígenas, afromexicanas, las 

migrantes y las refugiadas y solicitantes de asilo en los medios de comunicación. 

Luchar contra los estereotipos y las barreras estructurales que impidan que las niñas continúen con sus estudios 

después de la secundaria.”vii 

Es pertinente también referirse a la Estrategia de Montevideo, que es un compromiso político regional que tiene 

por objeto guiar la plena implementación de los acuerdos de la Conferencia Regional sobre la Mujer de América 

Latina y el Caribe (la Agenda Regional de Género) y asegurar que sean la hoja de ruta para alcanzar la Agenda 

2030 para el Desarrollo Sostenible a nivel regional desde la perspectiva de la igualdad de género, la autonomía y 

los derechos humanos de las mujeres. La Estrategia de Montevideo establece que los países de la región deben 

tener presente la persistencia de patrones socioculturales discriminatorios, sexistas y racistas que siguen 

reproduciendo la desigualdad y la violencia en América Latina y el Caribe. Se afirma que en los últimos años se 

constata un resurgimiento de prácticas, discursos y patrones culturales patriarcales, discriminatorios y violentos 

basados en la cultura del privilegio, que limitan el pleno ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos y el 

reconocimiento de las distintas formas de familia, la diversidad sexual y la identidad de género.viii 

La Estrategia de Montevideo es un mecanismo de vanguardia en el tema, por lo tanto, identifica cuatro pilares 

interrelacionados, cuatro carreteras sustantivas para alcanzar la igualdad de género y transitar hacia patrones de 

desarrollo basados en los derechos humanos, la autonomía de las mujeres y la sostenibilidad. Esos cuatro ejes son 

la transformación de los patrones culturales patriarcales discriminatorios, la superación de los patrones culturales 

violentos, la superación de la división sexual del trabajo, y la consolidación de la democracia paritaria. 

En resumen, los estereotipos culturales constituyen un factor que reproduce y legitima las desigualdades 

estructurales entre mujeres y hombres. Por esa razón, existen mandatos y recomendaciones provenientes de 

Instrumentos y Mecanismos Internacionales orientados a que se identifiquen y desarticulen esas pautas y patrones 

culturales que derivan en la justificación de las distintas formas de discriminación y violencia contra mujeres, 

niñas y adolescentes. En ese contexto, la presente Iniciativa propone reformar la Ley General de Cultura y 

Derechos Culturales, a fin de establecer disposiciones al respecto. 

Este ordenamiento legal es el adecuado para combatir los estereotipos culturales de género, toda vez que tiene 

por objeto, de conformidad con lo establecido en su artículo 2, lo siguiente: 

I. Reconocer los derechos culturales de las personas que habitan el territorio de los Estados Unidos Mexicanos; 



 

 
 

II. Establecer los mecanismos de acceso y participación de las personas y comunidades a las manifestaciones 

culturales; 

III. Promover y respetar la continuidad y el conocimiento de la cultura del país en todas sus manifestaciones y 

expresiones; 

IV. Garantizar el disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en materia cultural; 

V. Promover, respetar, proteger y asegurar el ejercicio de los derechos culturales; 

VI. Establecer las bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los municipios y 

alcaldías de la Ciudad de México en materia de política cultural; 

VII. Establecer mecanismos de participación de los sectores social y privado. 

Además, la Ley General de Cultura y Derechos Culturales establece bases para la integración de la política cultural 

del Estado, promoviendo criterios de solidaridad, inclusión, integralidad y diversidad. En el artículo 9, se establece 

que toda persona ejercerá sus derechos culturales a título individual o colectivo sin menoscabo de su origen étnico 

o nacional, género, edad, discapacidades, condición social, condiciones de salud, religión, opiniones, preferencias 

sexuales, estado civil o cualquier otro y, por lo tanto, tendrán las mismas oportunidades de acceso. 

La presente Iniciativa propone adicionar un párrafo a dicho artículo 9, para establecer que la política cultural del 

Estado contemplará el combate a los estereotipos culturales de género. Esta adición complementa y amplía los 

alcances del primer párrafo, pues el ejercicio libre y sin discriminaciones los derechos culturales, es compatible 

con la prevención de los estereotipos culturales que menoscaban derechos fundamentales como los de mujeres, 

niñas y adolescentes. El siguiente cuadro ilustra el sentido de la reformo propuesta: 

Ley General de Cultura y Derechos Culturales 



 

 
 

 

Con base en todo lo anteriormente expuesto, se somete a la consideración de esta soberanía, la presente iniciativa 

con proyecto de 

Decreto que adiciona un párrafo al artículo 9 de la Ley General de Cultura y Derechos Culturales 

Único. Se adiciona un párrafo al artículo 9 de la Ley General de Cultura y Derechos Culturales, para quedar como 

sigue: 

Artículo 9.- Toda persona ejercerá sus derechos culturales a título individual o colectivo sin menoscabo de su 

origen étnico o nacional, género, edad, discapacidades, condición social, condiciones de salud, religión, 

opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otro y, por lo tanto, tendrán las mismas oportunidades 

de acceso. 

La política cultural del Estado a la que se refiere el artículo 5 de la presente Ley, contemplará la 

identificación y erradicación de los estereotipos culturales de género que justifican y reproducen las 

distintas formas de discriminación y violencia contra las mujeres. A tal efecto, la Secretaría de Cultura 

coordinará las acciones necesarias con instituciones educativas y medios de comunicación. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en la Diario Oficial de la 

Federación. 



 

 
 

Segundo. Los Congresos de las entidades federativas, dentro de los 180 días posteriores a la entrada en vigor del 

presente decreto, deberán reformar las legislaciones correspondientes, a efecto de armonizarlas con dicho decreto. 

Notas 

i Pobreza y género en México: hacia un sistema de indicadores, consultado el 3 de marzo de 2021, recuperado 
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https://www.ohchr.org/sp/issues/women/wrgs/pages/genders tereotypes.aspx  
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de http://cedoc.inmujeres.gob.mx/documentos_download/100893.pdf  
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